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Revisión 

Administrativa 

procedente del 

Departamento del 

Trabajo y 

Recursos Humanos    

 

Caso Núm.:  

AC-15-0022 

 

Sobre: Despido 

Injustificado 

(Ley Núm. 80) 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Birriel Cardona y la Juez Ortiz Flores 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece National Building Maintenance, Corp., 

en adelante NBM o la recurrente, y solicita que 

revoquemos una Resolución emitida por la Oficina de 

Mediación y Adjudicación del Departamento del Trabajo 

y Recursos Humanos, en adelante OMA. Mediante la 

misma, OMA anotó la rebeldía a la recurrente y dispuso 

sumariamente de una reclamación por despido 

injustificado que presentara la Sra. Arlene Orengo 

Feliciano, en adelante la señora Orengo o la 

recurrida. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

se confirma la resolución impugnada. 

-I- 

La controversia versa sobre una reclamación de 

mesada básica e indemnización progresiva bajo la Ley 

80 de 30 de mayo de 1976, 29 LPRA sec. 185a et seq., 

conocida como Ley de Indemnización por Despido sin 
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Justa Causa, en adelante Ley 80, presentada por la 

señora Orengo contra la recurrente ante OMA.   

Luego de varios trámites procesales, la recurrida 

solicitó que se le anotara la rebeldía a NBM por no 

haber contestado la querella. 

OMA atendió la solicitud de la señora Orengo y 

determinó: 

Según se desprende del expediente del 

presente caso, el patrono querellado no 

contestó la querella. Ante ese 

incumplimiento, la parte querellante 

solicitó el remedio provisto por el 

Reglamento de la OMA, supra, y la 

Juzgadora lo declaró HA LUGAR. Por lo 

cual, la Juzgadora decretó anotarle la 

rebeldía al patrono querellado, además de 

dictar la presente RESOLUCIÓN Y ORDEN de 

manera sumaria al amparo de la Regla 5.6 

del Reglamento de la OMA, supra, a base 

de las alegaciones de la querella y la 

hoja de cómputos de la reclamación. Es 

decir concediendo el remedio solicitado 

sin más citar ni oír a la parte 

querellada.  

 

 En consecuencia, OMA accedió al remedio 

solicitado, y concedió a la señora Orengo una 

compensación ascendente a $3,671.40, más los intereses 

correspondientes.   

 Inconforme con tal determinación, la recurrente 

comparece ante nos e invoca la comisión del siguiente 

error: 

COMETIÓ ERROR LA OFICINA DE MEDIACIÓN Y 

ADJUDICACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL TRABAJO 

Y RECURSOS HUMANOS DE PUERTO RICO AL 

SEÑALAR VISTA ADMINISTRATIVA ESTANDO EL 

CASO BAJO LA JURISDICCIÓN O COMPETENCIA 

DE LA OFICINA DE MEDIACIÓN (OMA) SIENDO 

UN ACTO ULTRA VIRES DE LA JUEZ 

ADMINISTRATIVA MARTA E. ORTIZ CAMACHO. 

 

Conforme a la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, este Tribunal tiene la 
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facultad de prescindir de escritos, en cualquier caso 

ante su consideración, con el propósito de lograr su 

más justo y eficiente despacho.
1
 En consideración a lo 

anterior, eximimos a la recurrida de presentar su 

alegato en oposición. 

Luego de revisar el recurso de Revisión de 

Decisión Administrativa y los documentos que obran en 

autos, estamos en posición de resolver.  

-II- 

A. 

 La revisión judicial de las decisiones 

administrativas tiene como fin primordial delimitar la 

discreción de los organismos administrativos, para 

asegurar que ejerzan sus funciones conforme la ley y de 

forma razonable.
2
 A esos efectos, la revisión judicial 

comprende tres aspectos, a saber: la concesión del 

remedio apropiado, las determinaciones de hecho, y las 

conclusiones de derecho del organismo administrativo.
3
 

Por esa razón, la intervención judicial debe 

circunscribirse a determinar si el remedio concedido 

fue apropiado, si las determinaciones de hechos están 

razonablemente sostenidas por la prueba y si las 

conclusiones de derecho del organismo administrativo 

son correctas.
4
 Además, el tribunal debe determinar si 

la agencia en el caso particular actuó arbitraria, 

                                                 
1 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7 (B) (5). 
2 Unlimited v. Mun. de Guaynabo, 183 DPR 947, 965 (2011); Empresas 

Ferré v. A.R.Pe., 172 DPR 254, 264 (2007). Véase además, Sec. 4.1 

et seq., de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme de Puerto Rico, en adelante LPAU. 
3 González Segarra, et al v. C.F.S.E., 188 DPR 252 (2013); Pagán 

Santiago et al. v. ASR, 185 DPR 341, 359 (2012); García Fantauzzi 

v. Dir. Adm. Trib., 182 DPR 560, 566-567 (2011); Asoc. Fcias. v. 

Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010). 
4 Ramos Román v. Corp. Centro Bellas Artes, 178 DPR 867, 883 

(2010); Rivera v. A & C Development Corp., 144 DPR 450, 460-461 

(1997). 
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ilegalmente, o de manera tan irrazonable que su 

actuación constituyó un abuso de discreción.
5 

Ahora bien, es una norma firmemente establecida 

que las decisiones de los organismos administrativos 

gozan de deferencia por los tribunales y se presumen 

correctas.
6
 Conforme a lo anterior, al revisar las 

determinaciones de las agencias administrativas, los 

tribunales tienen gran deferencia en virtud de la 

experiencia en la materia y pericia de estos 

organismos.
7
 Por tal razón, la revisión judicial es 

limitada.
8
 

Por otro lado, el Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

en adelante TSPR, ha establecido que las 

determinaciones de hechos de las agencias serán 

sostenidas por el tribunal, si se basan en evidencia 

sustancial que obra en el expediente administrativo 

considerado en su totalidad.
9
 La evidencia sustancial 

es “aquella evidencia [pertinente] que una mente 

razonable pueda aceptar como adecuada para sostener una 

conclusión”.
10
 Dicho análisis requiere que la evidencia 

sea considerada en su totalidad, esto es, tanto la que 

sostenga la decisión administrativa como la que 

                                                 
5 JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 187 

(2009); Rivera Concepción v. A.R.Pe., 152 DPR 116, 122 (2000). 

Véase además, López Borges v. Adm. Corrección, 185 DPR 603, 626 

(2012) (Opinión de conformidad de la Juez Rodríguez Rodríguez). 
6 Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión, 188 DPR 32 (2013); Asoc. 

Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, supra, pág. 940; Borschow 

Hosp. v. Junta de Planificación, 177 DPR 545, 566 (2009). 
7 Misión Ind. v. J.C.A., 145 DPR 908, 929 (1998). 
8 Id. Véase además, López Borges v. Adm. Corrección, supra, pág. 

626. 
9 Sec. 4.5 de LPAU, 3 LPRA sec. 2175; Asoc. Vec. de H. San Jorge 

v. U. Med. Corp., 150 DPR 70, 75 (2000). 
10 Asoc. Vec. de H. San Jorge v. U. Med. Corp., supra. 
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menoscabe el peso que la agencia le haya conferido.
11
 

Ello implica que de existir un conflicto razonable en 

la prueba, debe respetarse la apreciación de la 

agencia.
12
  

Debido a la presunción de regularidad y corrección 

de los procedimientos y las decisiones de las agencias 

administrativas, quien alegue ausencia de evidencia 

sustancial tendrá que presentar prueba suficiente para 

derrotar esta presunción, no pudiendo descansar en 

meras alegaciones.
13
 Para ello deberá demostrar que 

existe otra prueba en el expediente que reduzca o 

menoscabe el valor probatorio de la evidencia 

impugnada, hasta el punto de que no se pueda concluir 

que la determinación de la agencia fue razonable de 

acuerdo con la totalidad de la prueba que tuvo ante su 

consideración.
14
 

Si la parte afectada no demuestra la existencia de 

otra prueba que sostenga que la actuación de la agencia 

no está basada en evidencia sustancial o que reduzca o 

menoscabe el valor de la evidencia impugnada, el 

tribunal respetará las determinaciones de hecho y no 

sustituirá el criterio de la agencia por el suyo.
15
 

B. 

La Ley Núm. 384 de 17 de septiembre de 2004, 3 

LPRA sec. 320 et seq., en adelante Ley Núm. 384, crea 

OMA y le confiere jurisdicción para atender 

reclamaciones laborales mediante un procedimiento 

                                                 
11 Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 437 

(1997). 
12 Hilton v. Junta de Salario Mínimo, 74 DPR 670, 687 (1953). 
13 Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003). 
14 Gutiérrez Vázquez v. Hernández, 172 DPR 232, 245 (2007). 
15 Otero v Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005). 
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administrativo de adjudicación conforme a lo 

establecido por la LPAU. 

El Artículo 1 de la Ley Núm. 384, supra, 

establece que a opción del querellante, OMA tendrá 

jurisdicción concurrente con el Tribunal de Primera 

Instancia, en las materias de su jurisdicción y 

emitirá decisiones o resoluciones conforme a la ley 

habilitadora y LPAU.  

Ahora bien, la Ley Núm. 384 faculta a OMA a 

conciliar y adjudicar querellas por despido 

injustificado en las que no se reclamen daños y 

perjuicios y otras causales distintas a la mesada.
16
  

Debemos añadir que el Artículo 1 de la Ley Núm. 

384 dispone que OMA citará a las partes a una vista de 

conciliación dentro de veinte (20) días del recibo de 

la querella. Si las partes no llegan a un acuerdo 

satisfactorio, se dará por concluido dicho trámite y 

el caso continuará ante un oficial examinador o Juez 

Administrativo.
17
 

El Reglamento de Procedimiento de Mediación y 

Adjudicación de la Oficina de Mediación y 

Adjudicación, Reglamento Núm. 7019 de 11 de agosto de 

2005, en adelante Reglamento Núm. 7019, al notificar 

la querella y la celebración de la vista adjudicativa 

apercibe: 

Orden al querellado de que deberá 

contestar la querella en el término de 

diez (10) días bajo apercibimiento de 

que se podrá dictar resolución u orden 

                                                 
16 3 LPRA sec. 320. 
17 Id.  
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concediendo el remedio solicitado sin 

más citarle ni oírle.
18
 

 

Cónsono con lo anterior, la Regla 5.5 del 

Reglamento Núm. 7019 concede a la parte querellada un 

término de diez (10) días, desde la notificación de la 

querella, para presentar su contestación por escrito e 

incluir sus defensas, objeciones y todo documento en 

apoyo a su contención. Dentro de dicho término podrá 

solicitar una prórroga, si posee justa causa para 

ello. 

Ahora bien, si el querellado no contesta la 

querella dentro del término establecido, la Regla 5.6 

del Reglamento Núm. 7019 establece: 

Si el querellado no presenta su 

contestación a la querella en la forma 

y término dispuesto en la Regla 5.5, el 

Juez Administrativo emitirá resolución 

contra el querellado y esta resolución 

será final, disponiéndose que podrá 

recurrir al Tribunal de Apelaciones 

dentro de los diez (10) días siguientes 

a la notificación de la resolución para 

que se revisen los procedimientos. 

 

-III- 

 No hay disputa alguna sobre la controversia 

esencial del trámite administrativo de epígrafe, a 

saber: que NBM no contestó la querella ni presentó 

prórroga fundamentada en el término de 10 días de la 

notificación de la querella. La recurrente lo admitió 

tácitamente. En cambio, alega que OMA actuó 

arbitrariamente al interrumpir el procedimiento de 

mediación que se había iniciado y señalar vista 

adjudicativa. No le asiste la razón. 

 OMA actuó conforme al Reglamento Núm. 7019. Esto 

es así, ya que al recurrente no haber contestado la 

                                                 
18 Regla 5.4 del Reglamento Núm. 7019. 
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querella, ni presentado prórroga fundamentada para 

ello, OMA podía conceder el remedio solicitado. Ante 

el incumplimiento con la Regla 5.6 del Reglamento Núm. 

7019, procedía terminar el trámite administrativo de 

epígrafe y conceder la mesada. 

 Por otro lado, la recurrente no ha presentado una 

buena defensa en los méritos, ni ha probado que la 

reapertura del caso no le ocasionará perjuicios a la 

recurrida. Simplemente pretende “huir hacia adelante” 

y trasladar su responsabilidad a una decisión 

interlocutoria de OMA. 

 En fin, la recurrente falló en su pretensión de 

derrotar la presunción de corrección de la resolución 

impugnada. 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma 

la Resolución recurrida.  

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

La juez Birriel Cardona disiente con opinión 

escrita.  

 

 

        Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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REVISIÓN 
ADMINISTRATIVA 

procedente del 
Departamento del 

Trabajo y 
Recursos 

Humanos 
 

Caso número:  
AC-15-0022 

 

Sobre: 
Despido 

Injustificado     
(Ley Núm. 80) 

 

 

Panel integrado por su presidente, el juez Figueroa Cabán, 

y las juezas Birriel Cardona y Ortiz Flores. 

 

VOTO DISIDENTE  

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Me veo precisada a disentir de la mayoría ya que el 

recurso de revisión judicial presentado por la parte 

recurrente National Building Maintenance, Corp. fue 

resuelto sin contar con el alegato de la parte apelada y sin 

contar con los autos originales del caso AC-15-0022 del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos.  

El Reglamento del Tribunal de Apelaciones le reconoce 

discreción y le provee flexibilidad a ese foro para tramitar 

los recursos ante sí de manera ágil y eficiente. 4 LPRA     

Ap. XXII-B, R. 2, 8. No obstante, el ejercicio de esa 

discreción no puede tener el efecto de perjudicar el derecho 

a apelar de las partes, para cuya garantía fue creado 

precisamente el Tribunal de Apelaciones. Art. 4.002 de      

la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de       
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Puerto Rico de 2003, Ley Núm. 21-2003, 4 LPRA sec. 24u; 

Pueblo v. Rodríguez Ruiz, 157 DPR 288, 294 (2002).         

La discreción judicial, instrumento esencial al que 

continuamente recurren los jueces en el desempeño de sus 

funciones, está inexorablemente ligada a nociones de 

razonabilidad, según el contexto particular en el que ésta se 

ejerza. García v. Padró, 165 DPR 324, 335 (2005); Pueblo 

v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). 

 

 

OLGA E. BIRRIEL CARDONA 
JUEZA DE APELACIONES 

 
 


